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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la accionada UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN –UNP-, contra la decisión adoptada el 21 de abril de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes local, que tuteló los derechos fundamentales invocados por los señores  JUAN CARLOS VALENCIA Y HÉCTOR GARCÍA RAMÍREZ. 
ANTECEDENTES

Dicen los accionantes que hacen parte de la mesa de organizaciones sociales y defensores de derechos humanos de Risaralda, toda vez que el señor Juan Carlos es miembro de SINTRAEMSDES de Pereira en calidad de Secretario de Derechos Humanos, y el señor Héctor es parte de la Junta Directiva Nacional de SINTRAEMSDES y además es el Vicepresidente de la CUT Risaralda. 
Afirman los libelistas que desde el año 2002 y gracias a una medida cautelar de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, se le ordenó al Estado brindarle protección a algunos directivos del sindicato al que ellos pertenecen, lista en la cual se les incluyó; así las cosas y hasta el año 2008 la protección la brindó el DAS y desde el año 2008 hasta la actualidad se hizo cargo del tema la UNP. 
A pesar de lo anterior, el 6 de abril del año que avanza, fueron citados a las instalaciones de la UNP acá en Pereira y allí se les notificó que a partir de ese momento, y de acuerdo a lo ordenado mediante un correo interno desde Bogotá, se les revocaba el esquema de seguridad que tenían, sin darles más explicaciones, pues no les permitieron ver el comunicado que disponía tal cosa. En razón de tal cosa, se dirigieron a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda a fin de solicitar intervención inmediata frente a su situación; allí fueron atendidos por la señora Yolita Ocampo, quien les dijo que esa gestión se tardaría varios días para que la UNP diera una respuesta. 
De acuerdo a lo narrado, indican que acuden a la tutela dado el riesgo que implica para su integridad física y su vida el no contar con esquema de seguridad, especialmente porque ambos fueron amenazados de muerte por medio de unos panfletos enviados a las oficinas de la CUT Risaralda en el mes de septiembre de 2015, en donde se les daban un mes para que salieran de la ciudad, además al señor Juan Carlos le estallaron un petardo frente a la casa. 
Bajo esas condiciones, solicitan a la Judicatura que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a la UNP que continúe otorgando las medidas de protección y seguridad en el estado en que las tenían, estos es, tres escoltas y un vehículo para ambos. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes local, mediante auto 8 de abril de 2016 admitió la petición de amparo interpuesta, negó la medida provisional solicitada y dispuso la notificación a la accionada en la forma indicada en la Ley.  Posteriormente, después de tomar algunas declaraciones en su despacho y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, mediante sentencia del 21 de abril del presente año, fallo tutelando los derechos fundamentales invocados al considerar que la decisión adoptada por la Unidad Nacional de Protección no se dio dentro del marco del debido proceso, puesto que en el caso del señor Juan Carlos nunca hubo una reevaluación de su grado de riesgo, mientras que en el caso del señor Héctor, a pesar de que ello se dio, tanto el accionante como el Despacho desconocen el texto del acto administrativo por medio del cual se determina el cambio o la supresión de su esquema de seguridad, ello a pesar de que esa entidad conoce de las actividades sindicales y de derechos humanos que ellos adelantan. Bajo dichos argumentos, el señor Juez de primera instancia le ordenó a la UNP que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo procediera a reestablecer el esquema de seguridad con el cual los accionantes contaban hasta el día 6 de abril del año que transcurre. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNP procedió a impugnarla mediante un escrito en el cual reiteró lo dicho en su respuesta a la tutela y señaló que el A-quo con su decisión desconoce la competencia de la autoridad administrativa, puesto que no es él quien puede determinar cuáles son las medidas de seguridad idóneas para una persona, ya que no cuenta con los elementos técnicos y la experticia necesaria para establecer las medidas justas para salvaguardar los derechos que le asisten al accionante, quien tampoco está facultado para determinar si requiere o no un esquema de seguridad. Por otra parte, reiteró que el esquema de seguridad del que estaba gozando el señor Héctor jamás le fue asignado a él, ya que el mismo fue concedido por orden del CIDH a otra persona que para esa época ostentaba el cargo que actualmente tiene el accionante dentro del sindicato, y según parece ser él lo recibió al pasar a ocupar el mismo, a pesar de que esos esquemas son personales e intransferibles, por lo que harán una investigación al interior de la entidad para averiguar qué pasó. 
En cuanto al señor Juan Carlos, señaló que él jamás puso en conocimiento de esa entidad las denuncias que por los hechos acaecidos en su vivienda y por las amenazas que recibió, por tal motivo no se consideraron al momento de analizar su caso, por ende, lo que él pretende con la tutela es omitir el Decreto 1066 de 2015, saltándose de esa manera el debido proceso establecido para ese tipo de casos. 
Por otra parte, dijo que el fallador de primera instancia tuvo en cuenta y tomó como ciertos al momento de decidir los testimonios que rindieran los señores Néstor López Correa y Jorge Enrique Bueno Blandón, a quienes él llamó a declarar a su Despacho, pero sin integrar en debida forma el contradictorio, pues en ningún momento le notificó o citó a esa entidad para que estuviera presente en esa diligencia a fin de poder ejercer sus derechos de defensa y contradicción.
Finalmente, informó que teniendo en cuenta lo aportado por el investigador del CTI en su declaración y lo narrado por él y el otro declarante, y a pesar de que esa entidad no fue llamada a ejercer su derecho de defensa al momento de ellos rendir declaraciones, se ordenó realizar una nueva evalución de riesgo al señor Juan Carlos para determinar qué medidas de seguridad se le deben prestar a fin de salvaguardar su integridad física y su vida. 
De acuerdo a todo lo expuesto, solicitó que se revoque el fallo de instancia ya que la UNP no ha vulnerado los derechos fundamentales de los accionantes ni por acción ni por omisión. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería a la Sala determinar, si la tutela resulta o no procedente para ordenarle a la Unidad Nacional de Protección brindar explícitas medidas de seguridad a una persona, de tal forma que la decisión de primera instancia merezca ratificación, o si por el contrario existen otros medios idóneos para ello de tal suerte que se deba revocar la decisión de primera instancia tal como lo ha solicitado la entidad impugnante.  
Visto lo obrante en el expediente se tiene que los accionantes antes de presentar su acción constitucional se dirigieron a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda donde aparentemente iniciaron un trámite para la reactivación del esquema de seguridad del cual tuvieron hasta el 6 de abril de 2016, igualmente en el escrito de tutela se evidencia que una funcionaria de tal entidad los está coadyuvando en el presente asunto, pero a pesar de eso esa entidad no fue vinculada en ningún momento a la tutela; aunado a ello, le asiste razón a la UNP cuando en su impugnación señala que el A-quo en ningún momento les comunicó que había citado a dos personas a rendir testimonio respecto a los hechos narrados por los actores, por ende no les permitió controvertir lo dicho por ellos, en especial respecto del señor Néstor López Correa quien era parte del esquema de seguridad de los accionantes y por tal razón estaba o está de alguna manera vinculado con la entidad accionada y en su declaración dijo cosas que tienen que ver directamente con la labor desempeñada por ella. De tal suerte, al no habérsele permitido estar en el momento en que se rindió esa declaración, ni haberle informado del contenido de la misma con anterioridad al fallo, vulnera el derecho de contradicción y defensa de la encartada, puesto que no se le dio la posibilidad de pronunciarse sobre lo allí dicho y sin embargo lo declarado por esas personas fue determinante para que el Juez de primer nivel tomara su decisión. 
Por tanto de llegarse en esta instancia a emitir órdenes que deban ser cumplidas por la Defensoría del Pueblo, entidad que no fue vinculada, o se insista en tener como ciertos los dichos de los declarantes para establecer la responsabilidad de la encartada, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legitimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 21 de abril del año avante, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda para que informe las gestiones realizadas por esa entidad respecto al asunto puesto en su conocimiento por los accionantes, además de que se le debe dar a la UNP la oportunidad de confrontar y controvertir las declaraciones rendidas por los señores Néstor López Correa y Jorge Enrique Bueno Blandón, ya que ello es de interés en el resultado y las decisiones que se emitan dentro del presente asunto. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria de Decisión Penal para Adolescentes,
RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad del fallo de primera instancia proferido dentro del presente asunto el 21 de abril de 2016, por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes local, ya que se hace necesario vincular al presente a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, además de permitírsele a la Unidad Nacional de Protección conocer y pronunciarse respecto a las declaraciones rendidas por los señores Néstor López Correa y Jorge Enrique Bueno Blandón. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira-Risaralda para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA 
Secretario
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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